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}Ú¡'r. REGISTRO:

ASII¡ITO ¡ Recurso

promovido por don

Salgado Carrero.

SOBRE: Sentencia de Ia SaIa

de 1o  Con tenc ioso -

Administrativo del Tribunal

Superior de .fusticia de

Madrid en recurso contr

20L7 /  94

de amparo

Celest ino

D .

D .

Resoluc ión de Ia  Di recc i

General de Relaciones c

1a Adminis t rac ión

,Justicia sobre reclamaci

ret r ibut iva.

I-,a Sección, tras examinar la demanda de amp

acordado dictar el siguiente

AIIfO ,- /  
t

I. A¡ITECEDE¡üTES

Mediante demanda que tuvo su entrada en epte

Tribunal eI día 9 de junio de 1994, e1 recurrente don Celestp-noa

Salgado Carrero, Magistrado, actuando en su propio nombré y

representación interpuso recurso de amparo frente a Ia Sentencia

de1 Tribunal Superior de ,Justicia de Madrid de fecha 5 de abri l

de L994,  sobre rec lamación de complemento de dest ino.

2. Hechos t.I .rr"rrt"" deducidos de la demanda y

documentos que 1a acompañan:

a) I-,a Ley 38 / BB de Planta Judicial dispuso l-a
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creación de un part ido judicial con capital idad en Fuenlabrada,

servido por 5 juzgados con categoria de Magistrado. Anteriormente

la planta estaba formada por dos Juzgados de Distr i to.

b)  Por  R.D.  1-303 /go se promovió a Ia  categor ía de

Magistrado aI recurrente que tomó posesión como tal eL 19

siguiente.  Tres de las p lazas fueron cubier tas por  ,Jueces

procedentes de otras localidades, mientras que las dos primeras

las ocuparon don Cel-estino y doña María .fosér Qü€ ya venían

desempeñando en Ia misma localidad 1as funciones de .Juez

D is t r i t o .

c) En eI orden económico, desde 1a entrada

vigor  de l  R.D.  391/89,  se abonaba a l -os dos Jueces antes c i t

el complemento de destino correspondiente aI grupo noveno.

part ir de1 1 de agosto de 1-990 los mismos ,Jueces pasaron

percibir eI complemento correspondiente a1 grupo sexto,

mandato de la  Orden Min is ter ia l  de 23 de ju l io  de l -990 (D.T.

que ordenó la puesta en marcha de dichos órganos judiciales

part ir de1 1-9 de noviembre de 1990, fecha de Ia toma de poses

de todos eI recurrente como Magistrado, pasó a percibir

complemento de destino previsto en eI grupo quinto apartado

Fínalmente con fecha L9 de febrero de 1992,  un i la tera l -mente

Adminis t rac ión decid ió  rebajar le  a l  grupo sexto le t ra b) .

d)  Contra esta ú l t ima resoluc ión,  t ras agota{  la

vía administrativa, s€ interpuso recurso Contencigso-

Administrativo ante eI Tribunal Superior de .fusticia de Madt' id,

que f ina l izó con la  Sentencia objeto de este recurso de amparo.

3. Mediante providencia de fecha treinta y uno de

octubre de mil novecientos noventa y cuatro, Ia Sección acordó,

de conformidad con 1o d ispuesto en e1 ar t .  50.3 de Ia  LOTC,

conceder aI demandante de amparo y a1 Ministerio Fiscal, un plazo

t

A

ón

eL

) .

1a
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común de diez días para formular las alegaciones que estimaren

per t inentes,  en re lac ión con 1a posib le  concurrencia de Ia  causa

de inadmis ión consis tente en Ia  mani f iesta carencia de contenido

constitucionaL de l-a demanda.

4.  E l  actor  presentó sus a legaciones e l

veinticinco de noviembre de miI novecientos noventa y cuatro, 
3t

las que reaf i rmó eI  contenido const i tuc ional  de Ia  demanda.  f '
Reiteró e1 carácter discriminatorio de lt ,"

resolución administrativa que Ie privó de un comPlemer{to
l ,

retr ibutivo arbitrariamente, cuando desarrol la su trabajo en Llais

mismas condiciones que otros Magistrados que, Por contra, 
"t l t |

perciben, cuando eL RD 1404/1988 de 25 de noviembre, visente 
{ ir

mandato de d isposic ión derogator ia  del  RD 3g ' l ' /1 '989, Ios equip"{ { .

Hasta eI propio Tribunal Superior de Justic{{,
t1

en el f j  núm 5 de su Sentencia reconoció que 1a carga de trab{Üo

y penosidad soportada por los recurrentes era similar a fa fáe
esos otros juzgados que perciben eI complemento y sin embargof en

I

su faI lo,  r ro est imó eI  recurso, s in que sea de recibo 
I  

e1

razonamiento que se hace en l-a Sentencia, de que ante 1a fap-ta
I

desarrol lo reglamentario de Ia cuestión, r lo puede dictafrse

Sentencia favorable a sus in tereses.  En def in i t iva,  I  f "
I

Administración incurrió en una vía de hecho, QU€ consagraf la
I

discriminación denunciada al adscribir a 1os MaSistrfdos

recurrentes aI grupo retr ibutivo residual sexto 
i

Final-mente también invoca l-a violación idel

derecho a Ia  tu te la  jud ic ia l  e fect iva,  Por  cuanto,  como se ha

expuesto, Ia Sentencia incurrió en contradicción, y no hizo la

mas mín ima referencia a la  ley 1 '7  /Bo,  r l i  a l  RD I40/88.

Contrariamente a 1o que Ia Sentencia impugnada supone, Do se

impugnó e l  RD 39r /89,  s ino que se rec lamó su apl icac ión en

conjunto y en conexión con l-as demás normas reguladoras de Ia

cuest ión y  de per t inente apl icac ión.
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5.  EI  Min is ter io  F iscal  emi t ió  su in forme mediante

escrito que tuvo su entrada en eI Tribunal eI veintiuno de

noviembre siguiente, en eL que se interesó la inadmisión de1

recurso de amparo. Por 1o que a La supuesta vulneración de1

derecho a Ia  tu te la  jud ic ia l  e fect iva se ref iere,  e1 Min is ter io

Fiscal estima que ni siquiera con carácter indiciario puede

entenderse vulnerado ese derecho, pues l-a Sentencia recurrida ha

bien es ci-erto que en sentido desfavorabl-e a sus intereses,

se desprende la  lectura de su f j  4 .

En relación a Ia invocación de1 principio

igualdad ante 1a 1ey,  destaca,  como 1o h izo La Sentencia en su f j

núm 5 f ina1, gu€ e1 Tribunal rra quo", f lo era competente p a

conocer de la impugnacíón de1 RD, que era a juicio de 1a Sal

única vía para su aLteración. Por otra parte afirma que

consta Ia  ident idad fáct ica entre los d is t in tos juzgados a leg ,

dato al- que confiere una importancia relativa si se t i en

acuenta Ia constante jurisprudencia constitucional en relaci

la  pos ib i l idad de modi f icar  la  s i tuac ión del  func ionar io  por

1egaI o reglamentaria, sin que eI1o suponga 1a quiebra

p r inc ip io  de  i gua ldad  ( ss rc  293 /1993 ,  69 /1989 ,  y  ATC t55 /19q0 ,

en mater ia  ret r ibut iva e l  ATC IO72/1987) .

Finalmente, niega, de acuerdo con l-o dicho

Sentencia, que 1a circunstancia de que anteriormente f

retr ibuidos en Ia cuantía que posteri-ormente fue reducida

relevancia alguna, pues 1as nóminas no part icipan

natura leza de los actos declarat ivos de derechos,  Yd

actos administrativos sing,ulares, constituyendo cada

objeto singularmente impugnable.

En def in i t iva,  e1 Min is ter io  F iscal  ent iende que

eI Tribunal Superior de ,fusticia interpretó la 1ey de modo

razonable aI incluir los ,Juzgados de Fuenlabrada en eI único

grupo de órganos unipersonales que tenían cabida. EI recurrente

debieron e jercer  sus pretensiones en e1 proceso adecuado

1a

1e

vía

deL

eran

enga

1a

que son

uno, un
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( impugnación de d isposic iones de carácter  genera l ) ,  s in  que Ias

desigualdades alegadas, por las razones expuestas, tengan

rel-evancia constitucional .

II. FI'IIDAIÍEI\TTOS WRIDICOS

1.  El  anál is is  de 1as a legaciones formuladas

t,anto por eI Ministerio Público como por eI recurrente,..  nos

reafirma en Ia causa inicial-mente advert ida, de que 1a

carece mani f iestamente de contenido const i tuc ional ,  1o

con fo rm idad  con  1o  d i spues to  en  e l  a r t .  50 .1 .C  de  l -a

implica que es procedente acordar su inadmisión.

2.  De acuerdo con La s is temát ica propuesta e1

Min is ter io  F iscal ,  pasamos a anaLizar  en pr imer  lugar  la e

v io lac ión  de l  a r t .  24 . I  CE ,  de recho  a  La  tu te la  j

efectiva, €i l  su dobl-e manifestación de incongruencia y f

fundamentación de la resolución recurrida.

i a I

de

Contrariamente a 1o que se afirma l. t  Ia

demanda el Tribunal- Superior de Justicia fue plerfamente

consciente del sentido de 1a reclamación formulada y de 1

de desarrol lo normativo denunciada por eI recurrente. fAsí se

desprende del últ imo fundamento jurídico de 1a Sentericia en

cuestión, donde expresamente se dice que importantes frazones
estadísticas podrían fundar Ia inclusión de l-os recurrentfs en e1

grupo quinto, pero que ante Ia falta de disposición expresa en

ese sentido eI Tribunal Superior de ,fusticia, carece de

competencia para suplir Ia inactividad de Ia Administración. Por

ot ra par te,  como pone de mani f iesto en e1 f . j .  5 ,  tampoco puede

decirse que exista una vía de hecho como denuncia e1 recurrente,

pues eI grupo sexto b) t iene una cIaúsula residual de acogida

que permi te s in  d i f icu l tad inc lu i r  en e l  mismo a l  recurrente,

ante Ia  fa l ta  de adscr ipc ión def in i t iva,  que ordena Ia
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Disposición Adicional 3 del Real Decreto invocado.

E1 ajuste entre La pretensión formulada

(recfamación de un complemento de destino) y el fal lo recaido es

total por 1o que no puede prosperar, La supuesta incongruencia

denunciada (STC 20/1,982)  .

Sobre las consecuencias de 1a fa l ta  de desarro l lo

de una norma que pueda faci l i tar eI ejercicio de los derechos,

este Tribunal- se pronunció en la STC 31-/L994 en el sentido 
i 'de

conceder e1 amparo. Sin embargo, 1os argumentos y circunstancfas

concurrentes en aquel supuesto no son extrapolables aI presettf. .

En este caso,  s i  b ien ex is te un incumpl imiento de I  f "

Administración que no ha dictado Ia resolución oblígada norf Ia

Disposición Adicional- antes citada, f lo es menos cierto eue p$r

una  pa r te  ex i s te  una  no rma  (a r t .  4  de l  R .D .  3g l /89 ,  que /  { f
definír Los casos en que procede la aplicación deL grupo 

"{"{"
b) ,  1o hace en térmj-nos tan genera les que puede inc lu i r  

"  / f [ "t t

propios recurrentes), y por otra que ninguna norma obliga { tr"
I

Administración a encuadrar al recurrente en e1 grupo quinto, pomo
I

el mismo reconoce en Ia demanda, si bien razones estadísl icas

podrían abonar razonablemente Ia tesis contraria. I

En e l -  caso de Ia  STc 3 l /L994 se t ra taba de

desarrol lar una normativa que permit iera hacer efectivo un

derecho fundamental, como es e1 reconocido en eI art. 20 de la

c .8 . ,  10  que  no  ocu r re  en  es te  caso ,  pues  de l  desa t ro l l o

normativo indicado no depende eI disfrute de derecho fundamental

alguno, sino un aumento de retr ibuciones posiblemente

jus t i f i cado .

En def in i t iva,  1a Sentencia del -  Tr ibunaL

Superior de .Tusticia , resuelve de modo fundado y razonado Ia

recl-amación del recurrente, si bien es cierto que de modo adverso
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a sus in tereses,  pues desde Ia ópt ica const i tuc ional  es

irreprochable Ia decisión, tomada en eI pleno ejercicio de sus

competencj-as y exteriorizada en sus fundamentos jurídicos, de

considerar que el grupo sexto de 1os contemplados en eI art. 4

deL RD 39r /89,  cont iene una c láusuLa res idual  que permi te inc lu i r

en Ia misma a todos 1os Magistrados de órganos unipersonales con

sede en las localidades a las gü€, como Fuenlabrada, no se ha

hecho una referencia expresa en Los grupos antecedentes

3.  F ina lmente y  en reLación a 1a posibLe v io lac ión

deL ar t .  L4 CE,  derecho a 1a igualdad en l -a  apl ícac ión de Ia  1ey,

resul-tan plenamente atendibles Ios razonamientos expuestos por eI

Min is ter io  F iscal ,  gu€ esencia lmente destacan e l  carácter

estatutari-o de Ia relación funcionarial, con Ia consecuencia que

elLo impl ica en orden a 1a posib i l idad de a l terar  Ia  s i tuac ión

funcionarial, sin que implique una quiebra del principio de

igualdad (ssTc 69/1989 y 293/L993) .  Por  Ia  misma raz6n tampoco

puede entenderse vul-nerado e1 principio de igualdad por La

circunstancia de que inicialmente Ia Administración procedió al

abono de las canLidades reclamadas para posteriormente alterar eI

cr i ter io ,  dada La natura leza estatutar ia  de Ia  re lac ión

funcionar ia l ,  con 1as consecuencias ya seña1adas.

Por todo 1o expuesto, la Sección ha acordado,

ante Ia manif iesta carencia de contenido constitucíonal de Ia

demanda y de conformidad con 1o d ispuesto en eI  ar t .  50.1- .c  de Ia

LOTC, acordar su inadmisión.

Madrid a treinta de enero de mil novecientos


